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               SALA CIVIL FAMILIA

                                   PEREIRA – RISARALDA


66001-31-03-005-2012-00298-02



RESPONSABILIDAD MÉDICA/ Solidaridad de las entidades promotoras y prestadoras de salud al faltar a su deber de garantizar los servicios médicos de manera eficaz/ Responsabilidad del médico por ausencia de diagnóstico concreto y falta de atención oportuna/ Prueba del vínculo para efectos de indemnización del daño/ Imposibilidad de condenar al lucro cesante cuando no están acreditados los ingresos de la víctima o que por cuenta de su desaparición sus dolientes hayan sido obligados a incurrir en gastos adicionales/ Compañía de seguros asumirá el pago de los perjuicios amparados por el valor y con el deducible pactado
“(…) como no hay reparo alguno en que María Alejandra López Ospina estaba afiliada, como beneficiaria, a Salud Total S.A. EPS, como tampoco en que la Clínica Los Rosales S.A. era, para la época de los hechos, una IPS vinculada a aquella entidad y allí fue atendida, de concluirse que hubo responsabilidad en el establecimiento hospitalario, por deficiencia humana o técnica, ella se extendería, por virtud de la mentada solidaridad, a la EPS.  

“(…) lo que dicen los dictámenes rendidos: que hubo un hemiperitoneo, que fue una causa probable para uno de los médicos que atendió el caso el 26 de marzo; sin embargo, ni se dio un diagnóstico exacto de ello, ni enterado el cirujano tratante tuvo la precaución de estar atento a su evolución después de que ordenó la hospitalización. Por supuesto que una prescripción telefónica desdice de ese cuidado que se demanda del médico. Los mismos estudios realizados por los expertos dan cuenta de que el comportamiento de los profesionales se alejó de los términos legales, pues no se prestó la atención debida a María Alejandra López Ospina, cuya valoración por parte del especialista que la había intervenido era necesaria y dejó de realizarse cuando empezó a deteriorarse su condición física. 

De manera que en el caso que se analiza, como también lo dijo el funcionario, se dieron todos los supuestos de la responsabilidad: un hecho, un daño, la culpa, derivada del descuido en la atención oportuna de la paciente, y el nexo causal entre la culpa y el daño, porque se irrespetaron los términos de la lex artis, si bien se sabía que cursaba un cuadro derivado de una posible complicación posquirúrgica, biliperitoneo o hemiperitoneo, que fue la causa final de la muerte, según la necropsia y el dictamen pericial. Situación que, como se dijo, se traslada a las entidades demandadas de manera solidaria.” 

“En lo que hace a la prueba del vínculo entre la víctima y el demandante, contrario a lo que se aduce en los recursos, sí se acreditó. No solo lo dieron a conocer así María Libia Martínez Cardona y Luz Yanet Castrillón Téllez (…) quienes los conocieron directamente y relataron sobre su convivencia, por lo menos los últimos dos años, sino que la afirmación que contiene el hecho séptimo de la demanda, que alude a la condición en que estuvo afiliada María Alejandra a Salud Total, fue aceptada expresamente por la EPS (…) 
En esa medida, la deducción del Juzgado en lo que corresponde a los perjuicios morales, ningún dislate presenta, porque en tal calidad de compañero, sin duda experimentó el dolor derivado de la pérdida, a tan temprana edad, de su acompañante y madre de su recién nacido hijo.”
“Sobre lo primero, puede extractarse de la misma demanda que ella no desempeñaba ninguna actividad remunerada; eso mismo dijeron las deponentes antes referidas, lo que implica que la primera alternativa se viene a menos, porque, entonces, carecía de medios para contribuir con dinero al sostenimiento del hogar común.” 

“(…) puede ser cierto que la ausencia de la compañera haya causado un perjuicio material; pero no se demostró en qué consistió el mismo, ya que nadie ha dicho que las labores propias del hogar hubieran pasado de las hermanas y la madre de María Alejandra, a personas diferentes. Y si fueron ellas las que la asumieron, el daño sería a su favor, y no del progenitor, de quien se desconoce que hubiese asumido carga adicional alguna, como el mismo fallo lo advierte.” 

“De suerte que la cuestión se reduce a los perjuicios morales que, con acierto, dice la sentencia que fueron incluidos en el contrato de seguros, solo que con un límite específico; así lo señaló expresamente el funcionario cuando se pronunció sobre las excepciones de la llamada en garantía. En consecuencia, debe entenderse que cuando en el ordinal noveno de la resolutiva se declaró que Seguros del Estado S.A. ha de pagar o reembolsar los perjuicios reconocidos en la sentencia, que ahora se precisa que son únicamente los morales, tal determinación se adoptó, como con claridad de dice, de acuerdo con el `valor asegurado´ y atendiendo el `deducible pactado´. Si ello es así, nada de inconsistente tiene la providencia, cuando dicho valor corresponde a lo que se contrató y no vas más allá de ello y, además, aparece diáfano en la póliza, con lo que no requiere concreción alguna.” 

Citas: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 17 de noviembre de 2011 rad. -11001310301819990053301-.
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                              SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril diecinueve de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-03-005-2012-00298-02

Acta Nro. 176 de abril 19 de 2016
Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada  contra la sentencia dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira el 26 de noviembre de 2013, en el proceso ordinario de responsabilidad civil médica que Freddy Alexánder Aguirre Tabares, Cristian David Aguirre López, Gloria del Carmen López Ospina, Ángela María Ospina, Erika Andrea Quintero López, Luis Álvaro Aguirre Tabares y Mery Argenis Ocampo Marín propusieron en contra de Salud Total S.A. EPS y la Clínica Los Rosales S.A. S.A., en el que fueron llamadas en garantía la Clínica Los Rosales S.A. y Seguros del Estado S.A.,
ANTECEDENTES  

  



Pidieron los demandantes que se declarara a la Clínica Los Rosales S.A. y a Salud Total EPS, solidariamente responsables de la muerte de María Alejandra López Ospina y, en consecuencia, del pago de los perjuicios causados, en sus calidades de compañero permanente, hijo, madre, hermanas y suegros de la persona fallecida, respectivamente, tanto materiales (lucro cesante) como extrapatrimoniales (morales); igualmente, del daño punitivo por causa de las alteraciones de las condiciones de vida por haber sufrido aquella pérdida.  De dichas sumas se reclamó su actualización. 
  



Soportaron sus reclamaciones en que María Alejandra tenía un hogar conformado con su compañero Freddy Alexánder Aguirre Ocampo y su menor hijo Cristian David Aguirre López (nacido el 30 de septiembre de 2005); se encontraba afiliada a la EPS Salud Total en calidad de beneficiaria de su compañero y para el 25 de marzo de 2006 ingresó en buenas condiciones a la Clínica Los Rosales S.A. con el fin de que le fuera practicada una colecistectomía por laparoscopia, que se ordenó mediante fallo de tutela. Luego del procedimiento, estuvo 12 horas en recuperación en aparentes mejores condiciones, para posteriormente ser dada de alta. Al día siguiente, esto es, el 26 de marzo 2006, presentó dolor intenso, por lo que fue llevada nuevamente a la Clínica Los Rosales S.A. y valorada por el médico Hernando García, quien le suministró Dipirona y Tramadol; para entonces presentaba palidez mucocutánea y deshidratación.  A medida que pasaban las horas el estado de salud de María Alejandra se complicaba y siendo las 10:47 horas de ese día, el doctor John Mauricio Montoya Restrepo advirtió mucosas semisecas, dolor difuso con irritación peritoneal y le formuló otra vez Dipirona; se le practicó una ecografía cuyo resultado indicó que no se visualizaba líquido de la cavidad abdominal, ni a nivel de los espacios hepato-renales, ni esplenorenales, ante lo cual ha debido practicársele un lavado peritoneal.
 



La salud de la paciente continuó deteriorándose y para el 27 de marzo ya se encontraba en estado crítico, presentaba una falla orgánica multisistémica, drenaba material bilioso y mostraba leucopenia, lo que fue puesto en conocimiento del doctor Ramírez Palacio a las 12:09:29. Pasadas tres horas (15:19:51) sin que el médico se hiciera presente, le vuelven a comunicar el estado de la paciente y dio instrucciones de tomar hemograma de control para luego ser valorada (en tres horas, aproximadamente).  Este mismo día, a las 17:21:51, entró en shock y falleció; durante todo este tiempo el médico no llegó.
   



Aducen que la muerte de María Alejandra fue producto de la negligencia de un médico de la Clínica Los Rosales S.A. y de la EPS Salud Total, pues la debida atención y el control de la situación hacen parte de las sus obligaciones. 
  


Al momento del deceso, señalan, el hijo de la víctima contaba seis meses de edad, por lo que los perjuicios morales, sicológicos y físicos son incalculables; igualmente sufrieron daños morales su compañero Freddy Alexánder Aguirre, con quien convivía desde hace más de dos años; su madre Gloria del Carmen López quien se vio afectada al perder una hija joven, Ángela  María y Érika Andrea, hermanas de la fallecida, una de ellas con problemas mentales; los suegros Luis Álvaro Aguirre Tabares y Mery Argenis Ocampo.
  


La demanda fue inadmitida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira y subsanada dentro del término oportuno.  Se le dio trámite el 31 de marzo de 2009 y se dispuso el traslado a las demandadas. 
   



La Clínica Los Rosales S.A. S.A., por medio de apoderado, se pronunció sobre los hechos y las pretensiones, a las que se opuso; propuso las excepciones que nominó cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones legales y contractuales, discrecionalidad científica de los profesionales de la salud que atendieron la paciente y la “genérica”. En escrito separado llamó en garantía a Seguros del Estado S.A. 
  



A su turno, la Sociedad Salud Total S.A. E.P.S. Entidad Promotora de Salud, por medio de apoderado judicial se refirió a la cuestión fáctica, se opuso a las pretensiones e invocó las excepciones de cumplimiento por parte de Salud Total S.A. E.P.S de las obligaciones derivadas del plan obligatorio de salud; inexigibilidad de obligaciones a cargo de Salud Total S.A. E.P.S.; inexistencia de pruebas que determinen responsabilidad de Salud Total S.A. E.P.S.; discrecionalidad objetiva y científica de la IPS Clínica Los Rosales S.A.; inexistencia de elementos configurativos de la responsabilidad médica; ausencia de responsabilidad de la codemandada Salud Total; inexistencia de la obligación de indemnizar por cuanto la entidad codemandada no fue la causante del supuesto hecho dañoso; la acción de un tercero, causa exonerativa de responsabilidad; ausencia de solidaridad; ausencia de culpa y consecuentemente de responsabilidad de la codemandada Salud Total; obligaciones de medio y no de resultado; la culpa probada; inexistencia de la obligación de indemnizar por ausencia de los elementos estructurales de la responsabilidad; cobro excesivo de perjuicios morales; adecuada práctica médica; cumplimiento de la lex artis; inexistencia de la conducta derivada de acto médico imputable a falta de actuación, negligencia o culpa de Salud Total S.A. E.P.S.; inexistencia de responsabilidad de la EPS; buena fe; fuerza mayor o caso fortuito; falta de legitimación en la causa por activa y la “genérica”. Llamó en garantía a la Clínica Los Rosales S.A. y denunció el pleito al doctor Jairo Ramírez Palacio.
  



La denuncia del pleito fue negada en primera instancia y la decisión confirmada.

      



Nuevamente la Clínica Los Rosales S.A.intervino para pronunciarse sobre el llamamiento en garantía que le hizo Salud Total E.P.S., se resisitió a las pretensiones y su defensa la centró en las excepciones que llamó falta de legitimación en la causa por pasiva para la vinculación como llamada en garantía, y cumplimiento contractual por su parte. 
   



Seguros del Estado S.A. también se pronunció sobre los hechos de la demanda y coadyuvó las excepciones presentadas por La Clínica, a las que agregó la de inexistencia de las obligaciones demandadas por falta del nexo causal.  Con respecto al llamamiento en garantía incoó las excepciones de “Falta de jurisdicción y competencia” para resolver las pretensiones dirigidas en función de un contrato de seguro, inexistencia de la obligación por inexistencia del siniestro; inexistencia de la obligación a cargo de Seguros del Estado S.A. por cuanto no hay responsabilidad a cargo de la asegurada Clínica Los Rosales S.A.; clase de póliza otorgada (amparo básico).
 



Se practicó la audiencia de que trata el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social en la que se declaró fracasada la etapa conciliatoria, se agotó el saneamiento y la fijación del litigio y en la primera de trámite se decretaron las pruebas, que se fueron practicando en la medida de contribución de las partes.

  



Ante la entrada en vigencia de la Ley 1564 de 2012,  se remitió el proceso a los Juzgado Civiles del Circuito de esta ciudad por competencia y le fue asignado al Quinto.  Este Juzgado  amplió el período de pruebas, luego concedió el término para alegar de conclusión, derecho del cual hicieron uso Salud Total E.P.S. y los demandantes; por último, dictó sentencia en la que negó las excepciones presentadas por las demandadas y la llamada en garantía; declaró civil y solidariamente responsables a las dos entidades por los perjuicios materiales y morales causados, que tasó junto con el pago de intereses legales a la tasa del 0.5% mensual; denegó lo pedido por Luis Álvaro Aguirre y Mery Argenis Ocampo Marín (suegros de la persona fallecida) y las demás pretensiones. Igualmente dispuso que en virtud de la relación contractual existente entre Salud Total E.P.S y la Clínica Los Rosales S.A. S.A., esta última reembolse a aquella el valor de lo que pague por concepto de perjuicios y costas. 
  



En cuanto a la aseguradora le impuso el reembolso de los  perjuicios reconocidos en la sentencia, sobre el valor asegurado, que sean pagados por la IPS demandada en virtud del deducible pactado.  Finalmente condenó en costas a la parte demandada a favor de los demandantes a quienes les reconoció derechos; y a los demás, se las cargó a favor de los demandados. 
  



Apelaron las afectadas con la decisión. En síntesis, cada una adujo lo siguiente: 

  



La Aseguradora, que: (i) el riesgo por lucro cesante no fue asumido y el daño moral limitado y, por tanto, no ha debido imponérsele la obligación de su pago; (ii) la póliza aportada determina claramente los riesgos que cubre; (iii) la obligación de la Clínica Los Rosales S.A. solo fue de hotelería hospitalaria y no tuvo injerencia en el resultado de la atención médica que se prestó por parte de un médico contratado por la EPS Salud Total; (iv) las condenas que se le imponen deben ser claras y determinadas, es decir, por un valor exacto para evitar confusiones futuras; y (v) deben tenerse en cuenta los pagos que ya la aseguradora efectuó en otros procesos y afectaron la póliza.
  



El asesor judicial de la Clínica Los Rosales S.A. expuso que: (i) que en la atención que se le brindó a la paciente intervinieron de manera autónoma e independiente la EPS, el Dr. Ramírez Palacio y la IPS prestando servicios de hospitalización; (ii) que para el 26 de marzo la Clínica prestó el servicio de urgencias y luego, dada la condición de la paciente y la orden del especialista, prestó el de hospitalización, lo que indica que fue ajena al desenlace final, pues, además, el cirujano tratante no consideró la necesidad de tratamiento quirúrgico, sino que la formuló y la dejó hospitalizada en espera de su evolución. Con la decisión del profesional, es claro que la paciente estaba a cargo de la EPS, sin responsabilidad de la Clínica por el solo hecho de haberla atendido en urgencias el día de la reconsulta; (iii) insiste en que aun en presencia de una urgencia vital, una vez superada se le informa a la EPS y es esta la que dispone a cargo de quién queda la paciente, como ocurrió en este caso; (iv) que el informe médico legal no determina la causa de la muerte y es imposible establecer que el choque hipovolémico lo haya sido; (v) que, en cualquier caso, dejó de demostrarse la calidad de compañero permanente de Fredy Alexánder Aguirre Ocampo respecto de María Alejandra, de manera que no se le ha debido favorecer con los perjuicios materiales impuestos. 
  



Salud Total S.A. EPS, concentró su alegato en que: (i) atendiendo las reglas de la Ley 100 de 1993, no es la EPS la que presta el servicio de salud al usuario, sino la IPS, valiéndose de su personal médico; (ii) en el caso concreto, las obligaciones que le incumben como EPS son de medio y fueron cumplidas a cabalidad; (iii) la solidaridad que pregona el Juzgado es inexistente, pues ella debe ser expresamente declarada, según el artículo 1568 del C. Civil; (iv) a la paciente se le prestaron los servicios requeridos y en el proceso no se logró establecer la causa de la muerte de la paciente, por lo que carece de sustento endilgarse responsabilidad alguna a la EPS, ya que no se puede colegir que fue producto de la cirugía de colecistectomía laparoscópica realizada o una complicación de la misma, es decir, quedó sin probarse el nexo causal; (v) y en cuanto al lucro cesante, el señor Fredy Alexánder tampoco probó su calidad de compañero permanente y aun cuando lo hubiera hecho, del monto tenido en cuenta por el Juzgado debe descontarse el 25% que corresponde a los gastos personales de cada persona; adicionalmente, el lucro cesante futuro en este caso es incierto, porque es probable que él entable una nueva relación.
 


 
Ahora es viable resolver, lo que se hará con fundamento en estas: 

CONSIDERACIONES

1. Ni los presupuestos procesales, ni el trámite del proceso admiten reparo, de manera que se decidirá de fondo la cuestión.
2. No es motivo de disenso, y por ello no ocupará la atención de la Sala, la modalidad de la responsabilidad que se les atribuye a las demandadas, que para el Juez de la causa es extracontractual y así lo han aceptado las partes. 
3. Varios problemas deben abordarse, pues son tres los recurrentes que plantean algunas disquisiciones similares, pero otras disímiles. Deberá aquí determinarse, entonces, (i) la responsabilidad de las Empresas Promotoras del Servicio de Salud y las Instituciones Prestadoras de dichos servicios (EPS – IPS) en la atención de los afiliados y las contingencias que de allí deriven; (ii) el nexo causal para el caso concreto; (iii) la indemnización de los perjuicios y, de manera especial, el lucro cesante futuro; y (iv) la obligación de la aseguradora llamada en garantía; 
3.1. La responsabilidad de las entidades promotoras y las instituciones prestadoras de salud en la falla médica. 

Ha venido sosteniendo esta Sala
, y en ello se mantiene, que con la expedición de la Ley 100 de 1993, se introdujo un sistema integral que comprendió las pensiones, los riesgos profesionales y la salud. Dentro del sistema de seguridad social en salud, fueron establecidas, entre otras, las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS). A las primeras se les responsabilizó de “la afiliación, y el registro de los afiliados y del recaudo de sus cotizaciones, por delegación del Fondo de Solidaridad y Garantía.” Adicionalmente, se señaló que su “función básica será organizar y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del Plan de Salud Obligatorio a los afiliados…” (art. 177, Ley 100 de 1993). Específicamente, se les fijó entre muchas, la función de “Establecer procedimientos para controlar la atención integral, eficiente, oportuna y de calidad en los servicios prestados por las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”
Y a las segundas, se les cargó con la prestación de los servicios de salud en su nivel de atención correspondiente a los afiliados y beneficiarios, dentro de los parámetros y principios señalados en la misma Ley; reiterados en el artículo 178, esto es, la calidad y la eficiencia; propendiendo por la libre concurrencia en sus acciones, proveyendo información oportuna, suficiente y veraz a los usuarios, y evitando el abuso de la posición dominante en el sistema. 

Así que en conjunto, están llamadas a prodigar al usuario los servicios respectivos con arreglo a tales principios, pues si no ocurriere así, toda trasgresión de sus deberes que cause un perjuicio al afiliado (aportante o beneficiario), las hará responsables, contractual o extracontractualmente, según que quien reclame sea directo contratante, o las personas a quienes por la ineficiente prestación del servicio se les cause un agravio, aun cuando no medie con ellas un vínculo jurídico. 
En este sentido, la Corte Suprema
, al recordar el precedente que existe, dijo: 

En punto a la legitimación en la causa por pasiva, la demanda se dirige contra la Entidad Promotora de Salud Sanitas S.A. y la Asociación Médica de Especialistas Pragma S.A.-Clínica Pragma S.A. por la muerte de Aream Alexánder Verano Garzón a consecuencia de la intervención quirúrgica practicada el 23 de diciembre de 1997, la infección posterior a la cirugía, falta de seguimiento, control o atención oportuna, y por consiguiente, la inobservancia de su deber legal de garantizar la adecuada prestación de los servicios de salud previstos en el POS para obtener el mejor estado de salud de sus afiliados, lo cual pone de presente el interés para deducir en su contra la pretensión.  

Pertinente advertir, en las voces del artículo 177 de la Ley 100 de 1993 (D.O. 41148, 23 de diciembre de 1993), por la cual se crea el sistema de seguridad social integral conformado con los regímenes de pensiones, salud, riesgos profesionales y servicios sociales complementarios definidos por la ley para la efectiva realización de los principios de solidaridad, universalidad y eficiencia enunciados en el artículo 48 de la Constitución Política, la función básica de las Entidades Promotoras de Salud de “organizar y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del Plan de Salud Obligatorio a los afiliados”, y la de “establecer procedimientos para controlar la atención integral, eficiente, oportuna y de calidad en los servicios prestados por las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud” (artículo 177, num. 6º, ibídem, subraya la Sala), que les impone el deber legal de garantizar la calidad y eficiencia de los servicios de salud, por cuya inobservancia comprometen su responsabilidad, sea que lo presten directamente o mediante contratos con las Instituciones Prestadoras de Salud (IPS) y profesionales respectivos (artículo 179, ejusdem).  

Es principio del sistema organizado, administrado y garantizado por las Entidades Promotoras de Salud (EPS), la calidad en la prestación de los servicios de salud, atención de las condiciones del paciente según las evidencias científicas, y la provisión “de forma integral, segura y oportuna, mediante una atención humanizada” (artículo 153, 3.8, Ley 100 de 1993).  

En idéntico sentido, las Entidades Promotoras de Salud (EPS), son responsables de administrar el riesgo de salud de sus afiliados, organizar y garantizar la prestación de los servicios integrantes del POS, orientado a obtener el mejor estado de salud de los afiliados, para lo cual, entre otras obligaciones, han de establecer procedimientos garantizadores de la calidad, atención integral, eficiente y oportuna a los usuarios en las instituciones prestadoras de salud (art. 2º, Decreto 1485 de 1994).   

Igualmente, la prestación de los servicios de salud garantizados por las Entidades Promotoras de Salud (EPS), no excluye la responsabilidad legal que les corresponde cuando los prestan a través de las Instituciones Prestadoras de Salud (IPS) o de profesionales mediante contratos reguladores sólo de su relación jurídica con aquéllas y éstos. Por lo tanto, a no dudarlo,  la prestación del servicio de salud deficiente, irregular, inoportuna, lesiva de la calidad exigible y de la lex artis, compromete la responsabilidad civil de las Entidades Prestadoras de Salud y prestándolos mediante contratación con Instituciones Prestadoras de Salud u otros profesionales, son todas solidariamente responsables por los daños causados, especialmente, en caso de muerte o lesiones a la salud de las personas.  

La responsabilidad de las Entidades Prestadoras de Salud (EPS), es contractual o extracontractual.  Con relación al afiliado o usuario, la afiliación, para estos efectos, materializa un contrato, y por tanto, en línea de principio, la responsabilidad es contractual, naturaleza expresamente prevista en los artículos 183 de la Ley 100 de 1983 que prohíbe a las EPS “en forma unilateral, terminar la relación contractual con sus afiliados”, y los artículos 16 y 17 del Decreto 1485 de 1994, relativos a los “contratos de afiliación para la prestación  del Plan Obligatorio de Salud que suscriban las Entidades Promotoras de Salud con sus afiliados” y los planes complementarios. Contrario sensu, la responsabilidad en que pueden incurrir las Entidades Promotoras de Salud (EPS) respecto de terceros perjudicados por los daños al afiliado o usuario con ocasión de la prestación de los servicios médicos del plan obligatorio de salud, es extracontractual.  

Ahora, cuando se ocasiona el daño por varias personas o, en cuya causación intervienen varios agentes o autores, todos son solidariamente responsables frente a la víctima (art. 2344, Código Civil; cas. civ. sentencias de 30 de enero de 2001, exp. 5507, septiembre 11 de 2002, exp. 6430; 18 de mayo de 2005, SC-084-2005], exp. 14415).   

Ostensible, es la legitimación en la causa por pasiva de la Entidad Promotora de Salud Sanitas S.A. y la Asociación Médica de Especialistas Pragma S.A.-Clínica Pragma S.A., de quienes, según quedó sentado, se pretende la responsabilidad civil solidaria por los daños reclamados a título personal por el hijo, padres y hermanas a causa del fallecimiento de Aream Alexánder Verano con ocasión de la prestación de los servicios médicos.
Lo dicho se traduce en que, producida la afiliación de un usuario a una EPS, a esta le incumbe actuar con esmero y cuidado en la atención que le dispense, sea que lo haga directamente, o bien, por medio de las instituciones prestadoras del servicio de salud, en cuyo caso, una y otra, de manera solidaria, si de una mala práctica médica se trata, no pueden ser relevadas de responsabilidad, por más que las órdenes médicas provengan de otro sujeto, con el que se haya contratado la prestación de los servicios que a tales entidades les corresponden. 
Y solidaria, se dice, porque, según se viene señalando, en asuntos de responsabilidad civil es claro el artículo 2344 del Código Civil al sentar que “Si un delito o culpa ha sido cometido por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o culpa, salvas las excepciones de los artículos 2350 y 2355”, que aquí no encajan. 
Así, pues, como no hay reparo alguno en que María Alejandra López Ospina estaba afiliada, como beneficiaria, a Salud Total S.A. EPS, como tampoco en que la Clínica Los Rosales S.A. era, para la época de los hechos, una IPS vinculada a aquella entidad y allí fue atendida, de concluirse que hubo responsabilidad en el establecimiento hospitalario, por deficiencia humana o técnica, ella se extendería, por virtud de la mentada solidaridad, a la EPS.  
3.2. La responsabilidad médica e institucional en el caso concreto. 

Para emprender este análisis se recordará, como ya también lo ha sostenido esta Corporación
, que la responsabilidad civil médica comporta la concurrencia de varios elementos: la acción o la omisión por parte del galeno en el ejercicio de su profesión; el daño padecido por el paciente o, en general, por las víctimas, la culpa o el dolo y la relación causal entre una y otro; y si ella es contractual, por supuesto, es menester acreditar su fuente. 
De otro lado, como regla general, al médico se le atribuye un compromiso frente a la comunidad y a sus pacientes, en tanto se le confían derechos personalísimos como la salud y la vida, por lo que su quehacer debe cumplirlo con esmero y cuidado, ya que “La medicina es una profesión que tiene como fin cuidar la salud del hombre y propender por la prevención de las enfermedades, el perfeccionamiento de la especie humana y el mejoramiento de los patrones de vida de la colectividad, sin distingos de nacionalidad, no de orden económico-social, racial, político y religioso. El respeto por la vida y los fueros de la persona humana constituyen su esencia espiritual. Por consiguiente, el ejercicio de la medicina tiene implicaciones humanísticas que le son inherentes”. (art. 1°, Ley 23 de 1981). En virtud de ello, un débito esencial del galeno es poner al servicio del paciente todos sus conocimientos con el fin de preservar esos elementales derechos. 

    



Como lo que se adquiere es un compromiso de actuar dentro de los postulados legales y de la ciencia propia, de antaño se admite que la actividad médica involucra obligaciones de medio y no de resultado, a pesar de que, excepcionalmente, el galeno se pueda comprometer con este; por tanto, lo normal es que quien demanda el resarcimiento de unos perjuicios derivados de una actividad de este tipo, deba probar su culpa
. 

   



Dentro de esas obligaciones está la que señala el  artículo 10 de la Ley 23 de 1981, norma según la cual, “El médico dedicará a su paciente el tiempo necesario para hacer una evaluación adecuada de su salud e indicar los exámenes indispensables para precisar el diagnóstico y prescribir la terapéutica correspondiente”; aunque no basta con ello, pues también tiene como regla “considerar y estudiar al paciente, como persona que es, en relación con su entorno, con el fin de diagnosticar la enfermedad y sus características individuales y ambientales, y adoptar las medidas, curativas y de rehabilitación correspondiente. Si así procede, a sabiendas podrá hacer contribuciones a la ciencia de la salud, a través de la práctica cotidiana de su profesión (art. 1°, numeral 2° de la citada Ley), en tanto que “La relación médico-paciente es elemento primordial en la práctica médica. Para que dicha relación tenga pleno éxito debe fundarse en un compromiso responsable, leal y auténtico, el cual impone la más estricta reserva profesional” (numeral 4, ib.).
  



El diagnóstico, entonces, constituye una fase  en la cual el médico debe auscultar a su paciente para determinar el cuadro clínico que presenta para, con base en él tomar las medidas que sirvan a la salud del mismo: tratamientos, medicamentos, intervenciones quirúrgicas, hospitalización, atención ambulatoria, o cualquiera otra que deba adoptar. A partir del mismo, el médico tratante de un paciente, debe estar atento a su desenvolvimiento clínico y, mirado como persona que es, velar porque sus condiciones mejoren o, al menos, se mantengan estables, en cuanto le sea posible. Lo que no puede ocurrir es que lo deje a su propia suerte sin averiguar la causa que lo disminuye física o mentalmente. En ese esmero que se le impone, estima la Sala que cuando profesional que con un día o dos de antelación atendió una cirugía de un paciente, pero este recae en sus condiciones, no le presta la atención debida siéndole posible hacerlo, incurre en la desviación de las reglas que impone la lex artis, porque deja de lado esos elementales principios que se acaban de relacionar.  
   



Todo lo anterior es importante, porque el soporte fáctico del asunto que nos ocupa, indica que hubo descuido en los médicos de la Clínica Los Rosales S.A., para atender a la paciente y se le dejó morir sin prestarle la atención necesaria y obligatoria que se requería. 
  


 
La prueba recaudada, en lo que es relevante, apunta a lo siguiente: 

a. Según la historia clínica (f. 466 a 502, c. 1, T. II), María Alejandra López Ospina ingresó con el fin de que se le practicara una colecistectomía por laparoscopia, el 25 de marzo de 2006; su egreso, en aparentes mejores condiciones, fue el 26 de marzo siguiente, a las 00:19.17. Regresó, sin embargo, ese mismo día a las 5:17:43; fue atendida a las 5:27:13, se ordenaron unos medicamentos y exámenes; el dolor persistió y se decidió que fuera valorada por cirugía general a las 6:24:14, y allí aparece un único diagnóstico: “otras complicaciones especificadas de la atención médica y quirúrgica no clasificada en otra parte”. Entre esa hora y las 10:47:02, en principio, solo hubo notas de enfermería; pero, como se lee a folio 487, sin conservar un orden cronológico, se hizo constar que a las 10:00:34 fue valorada por cirugía y el médico consideró una posible complicación posquirúrgica, biliperitoneo o hemiperitoneo, y señaló que estaba pendiente de realizar una ecografía abdominal y la revaloración por cirugía general. Luego, a las 10:47:55 fue valorada por el “Dr. RAMÍREZ”, cirujano general, quien, obtenido el resultado de la ecografía, decidió hospitalizarla, esto, a las 11:43:24; la siguiente revisión del médico general ocurrió a las 15:39:22 (cerca de cuatro horas); más adelante, fue atendida a las 20:08:23 (más de cuatro horas), otra vez por el médico general; así continuó hasta el día 27 de marzo, cuando a las 7:53:33 (más de once horas), por orden verbal del “DR. RIVERA” se inició dieta líquida; enseguida, a las 8:43:41, se halló a la paciente en regular estado y el diagnóstico simplemente fue de un post-operatorio de colecistectomía laparoscópica; pasaron más de tres horas y a las 12:09:29 se reportó una leucopenia marcada y se consignó que estaba pendiente una valoración por el “DR RAMÍREZ” a quien “SE LE PASA MENSAJE”. A las 15:19:51, esto es, pasadas otras tres horas, vuelve a ser revisada por el médico general, a quien le llama la atención la marcada leucopenia, por lo que decide comunicarse con el “DR. RAMÍREZ”; unos minutos después, a las 15:28:36 se anota que por vía telefónica el “DR. RAMÍREZ” ordenó unos medicamentos y exámenes, y dijo que pasaría a valorarla en unas tres horas, aproximadamente. Como siguió en regulares condiciones, a las 15:49:55 se habló con el médico de la UCI, quien impartió unas órdenes y también dijo que la valoraría luego. Hora y media después, a las 17:21:51, fue examinada por el médico general y el intensivista y este ordenó pasarla de inmediato a la unidad de cuidados intensivos. Un minuto después falleció. 
b. Se aportaron los contratos de prestación de servicios celebrados entre Salud Total EPS y el especialista Jairo Ramírez Palacio (f. 434 a 461, c. 1, tomo II).
c. El representante legal de la EPS señaló que para el año 2006 estaba vigente un contrato de prestación de servicios de salud con la Clínica Los Rosales S.A.; pero adujo que la orden al especialista Jairo Ramírez Palacio la extendió, en este caso, la Clínica.
d. Rindió testimonio el médico Jairo de Jesús Ramírez Palacio (f. 552 ib.); expuso que al paciente que se le realiza una colecistectomía sin complicaciones, se le da de alta y se le advierte que debe consultar en caso de dolor o vómito, o cuando su coloración se torne amarilla; agregó que atendió a la paciente después de la cirugía, en el servicio de urgencias, solicitó una ecografía y algunos exámenes de laboratorio que revelaron la disminución leve de la hemoglobina, lo que indicaba que no había sangrado dentro de la cavidad, ni presencia de bilis; ya se le había advertido a la familia que existía la probabilidad de intervenirla nuevamente ese mismo día. La volvió a revisar veinticuatro horas después y ordenó su hospitalización. Señaló que desconoce la causa de la muerte, que fue un “shock séptico fulminante”, de origen desconocido; mencionó que para la época del suceso tenía un contrato con Salud Toral EPS, por prestación de servicios y era cirujano adscrito a la clínica; finalmente, precisó que cuando la paciente se agravó se llamó al cirujano de urgencias y al médico de planta, fue trasladada a la UCI y en ese momento él estaba por fuera en una cirugía. 

e. El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, rindió dictamen (f. 531, c. 1, t. II) en el que, entre varias cosas, quedó dicho que a la paciente no se le realizó necropsia, que orientara a la causa de la muerte, “máxime si en la historia clínica no se consignó un diagnóstico que la sugiriera, ya que el único consignado fue el de posoperatorio de COLELAP”. Sin embargo, hubo varias conclusiones relevantes: (i) que la causa básica de la muerte no es clara, porque faltaron un diagnóstico médico específico y la necropsia; (ii) que el manejo médico en el reingreso de la paciente a la clínica “no se ajustó a la lex artis, pues no se consignó en la historia clínica aportada un diagnóstico médico que relacionara la sintomatología de la paciente con las condiciones clínicas encontradas y con los antecedentes quirúrgicos inmediatos, como consecuencia de esto no recibió el manejo adecuado, este se enfocó a tratar los síntomas sin determinar el origen de los mismos; y (iii) no hubo una valoración física presencial por parte del cirujano tratante, el segundo día de hospitalización. 

  



Como al final se obtuvo la necropsia que había echado de menos el Instituto, se amplió el dictamen (f. 574, c. 1, t. II); en cuanto a que la causa básica de la muerte fue un sangrado de lecho vesicular como consecuencia de complicación de procedimiento quirúrgico, lo que le produjo un choque hipovolémico; lo demás se reiteró. Se objetó, y a raíz de ese trámite intervino el Grupo Nacional de Patología Forense del mismo Instituto, con sede en Bogotá; en este nuevo informe (f. 2, c. 3) se reiteró el choque hipovolémico y la causa de la muerte, que fue una hemorragia en la cavidad abdominal (hemiperitoneo de 1400 cc.), de foco macroscópico indeterminado en la necropsia, hallazgo que guarda relación con los síntomas, signos y evolución de la paciente que se consignaron en la historia clínica; se resaltó que no hubo evoluciones posoperatorias por parte del cirujano tratante que la intervino; tampoco se halló valoración presencial, que era necesaria, por parte de ningún especialista en cirugía para el día 27 de abril, a pesar del deterioro clínico progresivo de la paciente; finalmente, se señaló que la evolución posoperatoria de las complicaciones de la cirugía realizada requería la vigilancia estricta y personal por parte del especialista tratante, quien tenía el mejor criterio para determinar las conductas a seguir.  
Analizadas estas pruebas en conjunto y a la luz de la sana crítica, no se requiere ser un experto para ver, como lo hizo con acierto el juzgado, con la sola lectura de la historia clínica, que la atención prestada a la paciente una vez reingresó el 26 de marzo de 2006, fue precaria, por dos elementales razones: faltó un diagnóstico concreto y no fue atendida, particularmente cuando se agravó su estado de salud, por el cirujano que la intervino el 25 de ese mes, quien se limitó, después de dar la orden de hospitalización, a impartir instrucciones por vía telefónica, si bien a pesar de los informes que recibió de otros profesionales, dejó de acudir a la clínica durante todo ese período crítico. Se incumplió, en consecuencia, la finalidad de la ley médica, en cuanto se descuidó a la paciente; mucho menos se le dedicó el tiempo suficiente para señalar un diagnóstico adecuado, con el que se pudieran tomar medidas para evitar la consecuencia final. No se trata, pues, de que el médico tenga que responder por la muerte de un paciente en cualquier caso, sino de que debe, aportando sus conocimientos y su tiempo, evitar al máximo cualquier complicación, aplicarse con esmero y cuidado a la persona que reclama sus servicios, con el fin de exonerarse de la responsabilidad que deriva de no cumplir la llamada lex artis. 
Y esto es, precisamente, lo que dicen los dictámenes rendidos: que hubo un hemiperitoneo, que fue una causa probable para uno de los médicos que atendió el caso el 26 de marzo; sin embargo, ni se dio un diagnóstico exacto de ello, ni enterado el cirujano tratante tuvo la precaución de estar atento a su evolución después de que ordenó la hospitalización. Por supuesto que una prescripción telefónica desdice de ese cuidado que se demanda del médico. Los mismos estudios realizados por los expertos dan cuenta de que el comportamiento de los profesionales se alejó de los términos legales, pues no se prestó la atención debida a María Alejandra López Ospina, cuya valoración por parte del especialista que la había intervenido era necesaria y dejó de realizarse cuando empezó a deteriorarse su condición física. 
De manera que en el caso que se analiza, como también lo dijo el funcionario, se dieron todos los supuestos de la responsabilidad: un hecho, un daño, la culpa, derivada del descuido en la atención oportuna de la paciente, y el nexo causal entre la culpa y el daño, porque se irrespetaron los términos de la lex artis, si bien se sabía que cursaba un cuadro derivado de una posible complicación posquirúrgica, biliperitoneo o hemiperitoneo, que fue la causa final de la muerte, según la necropsia y el dictamen pericial.  Situación que, como se dijo, se traslada a las entidades demandadas de manera solidaria. 
Es decir que toda repulsa contra el fallo por estos aspectos, se viene a menos y la providencia en ese sentido será prohijada. 
3.3. Los perjuicios. 
  


  
El juez de segundo grado tiene limitado su ejercicio por aquello que fue motivo de réplica (art. 357 C.P.C. vigente al momento de proponerse el recurso). De manera que, en lo que atañe a los perjuicios impuestos en primera instancia, lo único que se critica es lo relacionado con los que se reconocieron a favor de Freddy Alexánder Aguirre Ocampo, porque, de un lado, se afirma que no probó la calidad de compañero permanente; del otro, que la dependencia económica tampoco se acreditó; además, del salario que tuvo en cuenta el juzgado debe deducirse el 25% como gastos personales; y, por último, se trata de una indemnización anticipada que desconoce que las condiciones pueden variar antes del tiempo previsto en la proyección que se efectúa, como quiera que él puede entablar una relación con otra persona. 
  



De ahí que en lo atinente a los perjuicios morales reconocidos a los demás actores, nada haya que decir. Y, para ser fieles a esa restricción, algunos aspectos deducidos por el funcionario de primera instancia acerca del lucro cesante, tampoco; por ejemplo, que las labores hogareñas tienen un valor económico susceptible de generar beneficios y, en casos como este, indemnizaciones, cuestión que toca con elementales principios de igualdad y equidad de género a los que de tiempo atrás alude la jurisprudencia nacional
; o que un compañero permanente pueda ser víctima frente a la muerte del otro. De manera que lo que debe dilucidarse es si Fredy Alexánder demostró su condición de compañero permanente y, a partir de allí, por qué tendría derecho al reconocimiento económico. 
  



Toda responsabilidad civil supone un daño; pero este, para ser indemnizable, debe cumplir unos requisitos mínimos, el principal de ellos, que sea cierto, es decir que verdaderamente se haya producido o se conozca que va a prolongarse en el tiempo; de manera que lo incierto o eventual no tiene forma de ser resarcido. A ello se suma que su reparación sea reclamada por quien esté legitimado como víctima, sea directa o indirecta
. De otro lado, desde la Ley 446 de 1998, está regulado expresamente que en todo proceso en el que se reclamen daños irrogados a las personas y a las cosas, su valoración se hará atendiendo los principios de reparación integral y equidad. 
  
  


Esto supone que la carga de la prueba de quien reclama el perjuicio se debe dirigir, principalmente, a su causación; de ahí en adelante debe procurar también que su monto esté acreditado, pero, si no es así, la tarea que corresponde al juez es la de hallar, aún con el uso de tales principios, el equilibrio que se rompió con determinado suceso dañino. 

    



Veamos en este caso qué se pidió en la demanda; qué resolvió el Juzgado, y qué es lo que se refuta en la alzada. 
    



De manera escueta, sin explicación o sustento alguno, más allá de que María Alejandra era ama de casa para el momento de su deceso, era compañera permanente de Fredy Alexánder Aguirre, y unos pocos meses atrás había dado a luz a su hijo, se dijo que “…murió demasiado joven en el momento más productivo, era casi una niña, tenía una expectativa de vida de 77 años… lo que significa un lucro cesante de 59 años…”; y en el acápite de las pretensiones, se precisó, respecto de los perjuicios materiales, que “Como quiera que MARÍA ALEJANDRA LÓPEZ OSPINA falleció a los 18 años, debe tasarse un salario mínimo legal vigente mensual desde el momento de su fallecimiento, el 28 de marzo del 2006, hasta los 77 años promedio de vida de el (sic) colombiano”.
  



Puede apreciarse que faltó concretar de dónde es que deriva el perjuicio: ¿es que ella tenía algún ingreso, aun siendo ama de casa y se dejó de percibir?; o es que como ama de casa exclusivamente ¿fue necesario suplir su presencia con otra persona que llevara las riendas del hogar y eso significó una erogación adicional para el señor Aguirre Ocampo?. Nunca se dijo. 

     



Con todo, el Juzgado interpretó que fue esto último y para definir la situación partió de dos supuestos: el primero, que una indemnización de esta índole debe reclamarla quien asuma las labores domésticas que realizaba la víctima, o el “padre” si requirió contratar a otra persona para que lo hiciera; el segundo, que en este caso no se demostró qué persona tomó esas riendas, sin embargo, debe presumirse que lo fue el señor Aguirre Ocampo. Con apoyo en esas circunstancias, tomó en cuenta las edades de los compañeros, y partiendo de la mayor de las dos, que era la del demandante, proyecto el lucro cesante, sin acudir a fórmula alguna. 
   



Se reitera que las entidades demandadas fustigaron el fallo, una de ellas, porque no se acreditó la calidad de compañeros permanentes de Freddy Alexánder y María Alejandra, ni la dependencia económica entre ellos; la otra, por esa primera razón, y porque no se dedujo el 25% del salario tenido en cuenta, por una parte, fuera de que se trata de una situación incierta, ya que el demandante Aguirre Ocampo puede restablecer su relación sentimental con otra persona que asumiría esa carga doméstica. 
  



En lo que hace a la prueba del vínculo entre la víctima y el demandante, contrario a lo que se aduce en los recursos, sí se acreditó. No solo lo dieron a conocer así María Libia Martínez Cardona y Luz Yanet Castrillón Téllez (f. 521, 522, c. 1, t. II), quienes los conocieron directamente y relataron sobre su convivencia, por lo menos los últimos dos años, sino que la afirmación que contiene el hecho séptimo de la demanda, que alude a la condición en que estuvo afiliada María Alejandra a Salud Total, fue aceptada expresamente por la EPS (f. 149, c. 1, t. I).  

  



En esa medida, la deducción del Juzgado en lo que corresponde a los perjuicios morales, ningún dislate presenta, porque en tal calidad de compañero, sin duda experimentó el dolor derivado de la pérdida, a tan temprana edad, de su acompañante y madre de su recién nacido hijo. 

  



El problema, para la Sala, está en el perjuicio material y, concretamente, en el lucro cesante, pues allí la prueba sí es endeble, por no decir que inexistente; y no podía ser de otro modo, porque la pretensión misma es ambigua, y tan genérica, que impide concretar qué es lo que causó el daño. En efecto, la sola muerte de una persona, por difícil que sea, no genera automáticamente un perjuicio material; y en este evento, no se precisó de donde deviene el mismo, si del aporte en dinero de la compañera a la comunidad, o si del hecho de atender los oficios del hogar, que en adelante debían ser asumidos por otra persona. 

   



Sobre lo primero, puede extractarse de la misma demanda que ella no desempeñaba ninguna actividad remunerada; eso mismo dijeron las deponentes antes referidas, lo que implica que la primera alternativa se viene a menos, porque, entonces, carecía de medios para contribuir con dinero al sostenimiento del hogar común. 

          



Y en relación con lo segundo, las pruebas apuntan a decir que ella, para el momento del deceso, era ama de casa. Sin embargo, también es claro que en ese instante vivía, y de buen tiempo atrás, con su señora madre y sus hermanas; con ellas también residía Fredy Alexánder. ¿Cómo, entonces, aceptar con certeza la premisa de que fue él quien asumió las riendas del hogar en todo aquello que usualmente corresponde a una ama de casa?. Lo dicho por el Juzgado es apenas una conjetura, sin ningún respaldo probatorio, y no se olvide que el daño mismo tiene que ser probado. Esa presunción judicial bien podría abrirse paso, sin más, si se tuviera claro que la pareja tenía establecido un hogar propio, es decir, que quien atendía las necesidades básicas del hogar era la compañera (o el compañero); pero en las condiciones de vida de la pareja conformada entre el demandante y María Alejandra, más parece que quien llevaba la carga era la madre de esta última, y no solo en la atención personal, sino también en la económica, si bien a las deponentes se les preguntó quién atendía las necesidades de ese tipo, y María Libia Martínez Cardona refirió que Jhon Fredy y su suegra. 

   



Lo que se quiere significar es que puede ser cierto que la ausencia de la compañera haya causado un perjuicio material; pero no se demostró en qué consistió el mismo, ya que nadie ha dicho que las labores propias del hogar hubieran pasado de las hermanas y la madre de María Alejandra, a personas diferentes. Y si fueron ellas las que la asumieron, el daño sería a su favor, y no del progenitor, de quien se desconoce que hubiese asumido carga adicional alguna, como el mismo fallo lo advierte. 

   



En fin, ni hubo aporte en dinero de la compañera, ni se sabe en qué pudo consistir la alteración de las condiciones económicas de quien reclama el lucro cesante, con lo cual, esta Corporación se identifica con una de las razones de la impugnación, que tiene que ver con que no se probó la dependencia económica de la que se hace derivar el lucro cesante. 

  



Por tanto, sobre ese aspecto la sentencia  será revocada, 
3.4. La obligación de la aseguradora llamada en garantía.  
  



Según se anunció, la Aseguradora está inconforme,  porque (i) el riesgo por lucro cesante no fue asumido; (ii) el daño moral lo fue en un sublímite que debe ser tenido en cuenta; (iii) la póliza aportada determina claramente los riesgos que cubre, (iv) las condenas que se le imponen deben ser claras y determinadas, es decir, por un valor exacto para evitar confusiones futuras; y (v) deben considerarse los pagos que ya la aseguradora efectuó en otros procesos y afectaron la póliza.

Para elucidar la cuestión, se recordará que el Juzgado dijo en el ordinal noveno de la parte resolutiva de la sentencia que a la llamada en garantía le corresponde el pago o reembolso de los perjuicios reconocidos en la sentencia sobre el valor asegurado, que sean cancelados por la IPS, atendiendo el deducible pactado. 

Por supuesto que una primera situación tiene que ver con el lucro cesante, como quiera que esa condena será revocada, por lo que, obviamente, sobre ese monto ninguna responsabilidad cabe a la compañía citada. 
De suerte que la cuestión se reduce a los perjuicios morales que, con acierto, dice la sentencia que fueron incluidos en el contrato de seguros, solo que con un límite específico; así lo señaló expresamente el funcionario cuando se pronunció sobre las excepciones de la llamada en garantía. En consecuencia, debe entenderse que cuando en el ordinal noveno de la resolutiva se declaró que Seguros del Estado S.A. ha de pagar o reembolsar los perjuicios reconocidos en la sentencia, que ahora se precisa que son únicamente los morales, tal determinación se adoptó, como con claridad de dice, de acuerdo con el “valor asegurado” y atendiendo el “deducible pactado”. Si ello es así, nada de inconsistente tiene la providencia, cuando dicho valor corresponde a lo que se contrató y no vas más allá de ello y, además, aparece diáfano en la póliza, con lo que no requiere concreción alguna. 

De otro lado, también acertó el juez al señalar que no se aportó ninguna prueba que enseñe que respecto de otros eventos ya se efectuaron pagos; así que ese reclamo tampoco puede salir avante. 

Quedan respondidas, de esta manera, todas las críticas que blande la aseguradora contra el fallo. 
4. Conclusión de todo lo dicho, es que el recurso propuesto por las demandadas saldrá avante en lo que al lucro cesante que se les impuso se refiere, por cuanto no se demostró el daño; se modificará el ordinal segundo de la parte resolutiva, para declarar probada la excepción denominada “PERJUICIO DE TIPO MORAL LÍMITE DE RESPONSABILIDAD” propuesta por la aseguradora; el cuarto se revocará parcialmente, en aquello que hace alusión al lucro cesante; en su lugar, se negará esa pretensión; el noveno, se aclarará en el sentido de que solo comprende los perjuicios morales. 
  



Como quiera que la sentencia no se confirmó, ni se revocó íntegramente, no habrá condena en costas en esta sede (art. 392, numeral 3 y 4, C.P.C., vigentes al momento de proponerse el recurso).
DECISIÓN

En consonancia con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, respecto de la sentencia dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira el 26 de noviembre de 2013, en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Freddy Alexánder Aguirre Tabares, Cristian David Aguirre López, Gloria del Carmen López Ospina, Ángela María Ospina, Erika Andrea Quintero López, Luis Álvaro Aguirre Tabares y Mery Argenis Ocampo Marín propusieron en contra de Salud Total S.A. EPS y la Clínica Los Rosales S.A. S.A., en el que fueron llamados en garantía la Clínica Los Rosales S.A.y Seguros del Estado S.A., 
RESUELVE:

1. Modificar el ordinal segundo del fallo, en el sentido de que se niegan las excepciones propuesta por Seguros del Estado S.A., con excepción de la denominada “PERJUICIO DE TIPO MORAL LÍMITE DE RESPONSABILIDAD”, que se declara probada. 
2. Revocar parcialmente los ordinales cuarto y quinto, en cuanto se refieren al lucro cesante. En su lugar, se niega esa pretensión.
3. Aclarar el ordinal noveno en el sentido de que el reembolso ordenado se refiere solo a los perjuicios morales. 
4. Confirmarla en todo lo demás. 
Sin costas en esta instancia. 

Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

           DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� Sentencia de septiembre 1° de 2015, Expediente 66001 -31-03-005-2012-00278-01. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 17 de noviembre de 2011, Referencia: 11001-3103-018-1999-00533-01, M.P. William Namén Vargas. 


 





 








� Sentencia de septiembre 1° de 2015, Expediente 66001 -31-03-005-2012-00278-01.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 17 de noviembre de 2011, Referencia: 11001-3103-018-1999-00533-01, M.P. William Namén Vargas. 


� Puede verse así, para citar solo unos casos, en la sentencia C-492 de 1992, o en la sentencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, Subsección C, del 13 de junio de 2013, radicación 54001-23-31-000-1997-12161-01(26800), M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; también en la sentencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia del 24 de febrero de 2010, referencia C-25899-3103-002-2002-00084-01, M.P. William Namén Vargas. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 28 de octubre 2011, exp. 44001-3193-001-1993-01518-01, M.P. Arturo Solarte Rodríguez.
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